
Señor 

JUEZ DE TUTELA (REPARTO) 

Rionegro, Antioquia. E. S. D. 
 

 
ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA CON MEDIDA PREVIA 

ACCIONANTE: MARIA ADELA GIRALDO DUQUE  

ACCIONADO: MUNICIPIO DE RIONEGRO 

 

 

MARIA ADELA GIRALDO DUQUE, identificada   con   cédula   de   ciudadanía                                                                                            

N.º 39.432.331 expedida en Rionegro Antioquia, actuando en nombre propio; y 

en ejercicio del artículo 86 de la Constitución Política, y de conformidad con los 

Decretos 2591 de 1991, 306 de 1992 y 1386 de 2000, interpongo ante su despacho 

la presente Acción de Tutela, con el fin de que se protejan mis derechos 

fundamentales a la igualdad, a la salud, al mínimo vital, la estabilidad laboral 

reforzada, los cuales han sido amenazados, violados y/o vulnerados por EL 

MUNICIPIO DE RIONEGRO-ANTIOQUIA; solicitud de amparo Constitucional que 

se fundamenta en los siguientes: 

 
I. HECHOS: 

 
PRIMERO: Mediante Decreto 534 de 2016 fui nombrada en provisionalidad en el 
cargo de Auxiliar Administrativo, Grado 01, Código 407 de la Planta Global de la 
Administración Municipal. 

 
SEGUNDO: A través del decreto 455 de 2022, se dio por terminado el 
nombramiento en provisionalidad, efectuado mediante el decreto 534 de 2016 en el 
cargo que venía desempeñando como Auxiliar Administrativo, Grado 01, Código 407, 
como consecuencia de la lista de elegibles, resultante de la Convocatoria 990 de 
2019, a partir del 08 de agosto de 2022. 

 
TERCERO: Tengo 63 años de edad, a pesar de tener la edad aún no cumplo con 
el tiempo de cotización requerido para acceder a la pensión de vejez, según reporte 
de mi fondo de pensiones Protección, a la fecha debo cotizar menos de 3 años. 
 

 
CUARTO: Además soy madre cabeza de familia de un joven de 25 años de edad, 
este se encuentra estudiando Tecnología en Gestión de Fabricación Mecánica en 
la ciudad de Bogotá D.C y soy yo quien solventa tales gastos, pues el tiene un 
porcentaje de discapacidad física superior al 80%. 
 



 
QUINTO: Es por lo anterior que me es aplicable 2 fueros por Estabilidad Laboral 
Reforzada que son contar con la calidad de prepensionada y el de madre cabeza de 
hogar tal y como es mencionado en la sentencia T 388 de 20201, así:  
 

“(…) MADRE CABEZA DE FAMILIA-Presupuestos jurisprudenciales 
para que una mujer sea considerada como tal 

  
(i) que se tenga a cargo la responsabilidad de hijos menores o de otras 
personas incapacitadas para trabajar. (ii) Que la responsabilidad sobre los 
hijos sea de carácter permanente. (iii) Que se presente una ausencia 
permanente o abandono del hogar por parte del padre, y que este se 
sustraiga del cumplimiento de sus obligaciones, o bien que no asuma la 
responsabilidad que le corresponde y ello obedezca a un motivo 
verdaderamente poderoso como la incapacidad física, sensorial, síquica o 
mental o, como es obvio, la muerte. (iv) Por último, que no exista un apoyo 
amplio y sustancial de ayuda de los demás miembros de la familia, lo cual 
significa la responsabilidad solitaria de la madre para sostener el hogar. (…)” 

 
 

II. DERECHOS AMENAZADOS VIOLADOS O VULNERADOS 
 

Considero que el MUNICIPIO DE RIONEGRO, debe propiciar a mi favor un trato 

preferencial como medida de acción afirmativa, en virtud de los mandatos 

Constitucionales consagrados en los incisos 2º y 3º del articulo 13 de la Constitución 

Política, relativos a la adopción de medidas de protección a favor de grupos 

vulnerables y personas en condición de debilidad manifiesta, y en las cláusulas 

constitucionales que consagran una protección reforzada para ciertos grupos 

sociales, tales como las madres cabeza de familia (art. 43 CP), los niños (art. 44 

CP), las personas de la tercera edad (art. 46 CP) y las personas con discapacidad 

(art. 47 CP)i. 

 

En cuanto al retiro de las personas en situación de debilidad manifiesta que ocupan 

en provisionalidad cargos de carrera administrativa, la Corte Constitucional a 

través de múltiples sentencias, entre ellas la SU-446 DE 2011, se ha referido a la 

obligación que tienen los órganos  del Estado que con sus actuaciones deben cumplir 

los fines del Estado, uno de ellos, garantizar la efectividad de los derechos 

consagrados en la Constitución, entre los cuales la IGUALDAD juega un papel 

trascendental, en la medida que obliga a las autoridades en un Estado Social de 

Derecho, a prodigar una protección especial a las personas que, por su condición 

física o mental, se encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta, Artículo 
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13, inciso 3 de la Constitución. 

 
La Corte Constitucional en sentencia SU- 446 de 20112, sobre el retiro de las 

personas en situación de debilidad manifiesta se refirió: 

 
“(…) En razón de la naturaleza global de la planta de personal de la Fiscalía, tal como la 
definió el legislador, y el carácter provisional de la vinculación que ostentaban quienes 

hacen parte de este grupo de accionantes, la Sala considera que el Fiscal General 
gozaba de discrecionalidad para determinar los cargos que serían provistos por 
quienes superaron el concurso; por tanto, no se podía afirmar la vulneración de los 
derechos a la igualdad y al debido proceso de estos servidores, al no haberse 
previsto por parte de la entidad, unos criterios para determinar qué cargos serían 
los que expresamente se ocuparían con la lista de elegibles. 
 
La única limitación que tenía la Fiscalía General de la Nación era reemplazar 
a estos provisionales con una persona que hubiere ganado el concurso y 
ocupado un lugar que le permitiera acceder a una de las plazas ofertadas. En 
este caso, los provisionales no podían alegar vulneración de derecho alguno al 
ser desvinculados de la entidad toda vez que lo fueron para ser reemplazados por 
una persona que ganó el concurso. 

 
Los servidores en provisionalidad, tal como reiteradamente lo ha expuesto esta 
Corporación, gozan de una estabilidad relativa, en la medida en que sólo 
pueden ser desvinculados para proveer el cargo que ocupan con una persona de 
carrera, tal como ocurrió en el caso en estudio por razones objetivas que deben 
ser claramente expuestas en el acto de desvinculación. En consecuencia, la 
terminación de una vinculación en provisionalidad porque la plaza respectiva debe 
ser provista con una persona que ganó el concurso, no desconoce los derechos 
de esta clase de funcionarios, pues precisamente la estabilidad relativa que se 
le ha reconocido a quienes están vinculados bajo esta modalidad, cede frente 
al mejor derecho que tienen las personas que ganaron un concurso público de 
méritos. (…)” 

 

En la sentencia C-588 de 2009, se manifestó sobre este punto, así: “(…) la situación 
de quienes ocupan en provisionalidad cargos de carrera administrativa es objeto de 
protección constitucional, en el sentido de que, en igualdad de condiciones, 
pueden participar en los concursos y gozan de estabilidad mientras dura el proceso de 
selección y hasta el momento en que sean reemplazados por la persona que se haya 
hecho acreedora a ocupar el cargo en razón de sus méritos previamente evaluados. 

 
Sin embargo, la Fiscalía General de la Nación, pese a la discrecionalidad de la que 
gozaba, sí tenía la obligación de dar un trato preferencial, como una medida de acción 
afirmativa a: i) las madres y padres cabeza de familia; ii) las personas que estaban 
próximas a pensionarse, entiéndase a quienes para el 24 de noviembre de 2008 -fecha 
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en que se expidió el Acuerdo 007 de 2008- les faltaren tres años o menos para cumplir 
los requisitos para obtener la respectiva pensión; y iii) las personas en situación de 
discapacidad. 

 
En estos tres eventos la Fiscalía General de la Nación ha debido prever 
mecanismos para garantizar que las personas en las condiciones antedichas, fueran 
las últimas en ser desvinculadas, porque si bien una cualquiera de las situaciones 
descritas no otorga un derecho indefinido a permanecer en un empleo de carrera, 
toda vez que prevalecen los derechos de quienes ganan el concurso público de 
méritos. Como el ente fiscal no previó dispositivo alguno para no lesionar los 
derechos de ese grupo de personas, estando obligado a hacerlo, en los términos del 
Artículo 13 de la Constitución, esta Corte le ordenará a la entidad que dichas personas, 
de ser posible, sean nuevamente vinculadas en forma provisional en cargos 
vacantes de la misma jerarquía de los que venían ocupando. 

Es claro que los órganos del Estado en sus actuaciones deben cumplir los fines del 
Estado, uno  de ellos, garantizar la efectividad de los derechos consagrados en la 
Constitución, entre los  cuales la igualdad juega un papel trascendental, en la medida 
que obliga a las autoridades en un Estado Social de Derecho, a prodigar una 
protección especial a las personas que, por su condición física o mental, se 
encuentren en circunstancias de debilidad manifiesta, Artículo 13, inciso 3 de la 
Constitución. Este mandato fue ignorado por la Fiscalía General cuando hizo la 
provisión de los empleos de carrera y dejó de atender las especiales circunstancias 
descritas para los tres grupos antes reseñados.  

En consecuencia, la entidad deberá prever las especiales situaciones descritas en 
este apartado, al momento en que deba ocupar los cargos con el o los concursos 
que tiene que efectuar en cumplimiento de esta providencia. (…)”  (Negrilla fuera 
de texto) 

 
De acuerdo con la norma y jurisprudencia anterior, le corresponde a la 

administración permitir en la medida de sus posibilidades que las personas que 

sean madres y padres cabeza de familia; que estaban próximas a pensionarse y 

las personas en situación de discapacidad sean reubicadas donde puedan conservar 

y progresar en el empleo. 

 
Lo anterior, en consonancia con la sentencia T-595 de 2016 de la Corte 
Constitucional, en la que analizó la estabilidad laboral reforzada en caso de que la 
desvinculación sea consecuencia de la aplicación de una lista de elegibles resultante 
de un concurso de méritos, en la cual señaló  que: “(…) En aquellos eventos en los 
que la Administración no posea margen de maniobra, debe generar medios que 
permitan proteger a las personas en condiciones especiales (…) con el propósito de que 
sean las últimas en ser desvinculadas de sus cargos, esto, por cuanto no gozan de 
un derecho indefinido a permanecer en el cargo de carrera. (…) Ello, naturalmente, 
sin perjuicio de la asignación de los cargos cuando se adelantan los 

correspondientes concursos de méritos. (…)” (Negrita y subrayado fuera de texto) 
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III. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 
 

La Acción de Tutela procede contra toda acción u omisión de las autoridades 
públicas, que hayan violado, viole o amenacen violar cualquiera de los Derechos 
Constitucionales Fundamentales. La procedencia de la Tutela en ningún caso está 
sujeta a que la acción de la autoridad o del particular se haya manifestado en un 
acto jurídico escrito. La palabra autoridad pública debe entenderse en un sentido 
más amplio, esto es, como semejantes de los organismos del Estado y de todos 
los funcionarios o servidores públicos. Una interpretación restrictiva contraría los 
fines esenciales del precepto supremo mencionado. 

 

Así mismo señor Juez, esta solicitud de amparo Constitucional cumple con todos 
los requisitos de procedibilidad formales y sustanciales que se han fijado por la 
Honorable Corte Constitucional especialmente en tratándose de acciones de Tutela 
en el marco de Concursos Públicos de Méritos, señalándose una clara línea 
Jurisprudencial respecto de la procedencia de la protección Constitucional, como 
por ejemplo lo referido en Sentencia T-059/193, siendo evidente que se cumplen 
los requisitos de subsidiariedad, inmediatez, relevancia Constitucional y los demás 
allí establecidos, por lo que se invoca dicha decisión como Precedente 
Constitucional. 

IV. PETICIONES DE AMPARO 

 
Con fundamento en lo anteriormente expuesto, le solicito señor Juez, que se 
tutelen mis derechos fundamentales invocados como amenazados, violados y/o 
vulnerados y, en consecuencia: 

 

1. TUTELAR a mi favor mis derechos fundamentales a la igualdad, a la salud, 
al mínimo vital, según los hechos referidos en el acápite pertinente, por 
cuanto están siendo vulnerados por el MUNICIPIO DE RIONEGRO. 

 

2. ORDENAR al MUNICPIO DE RIONEGRO, que en forma INMEDIATA 
proceda a propiciar un trato preferencial como MEDIDA DE ACCIÓN 
AFIRMATIVA, y de este modo no se realice la desvinculación del cargo 
que ocupó actualmente, o que en su defecto y de manera subsidiaria se me 
vincule nuevamente en forma provisional en un cargo de igual o superior 
jerarquía. 

 
3. ORDENAR al MUNICPIO DE RIONEGRO, el amparo de aquellos 

derechos fundamentales no invocados como amenazados, violados y/o 
vulnerados y que Usted, en su función de guardián de la Constitución, 
pueda establecer como violados, amenazados y/o vulnerados. 
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4. De no ser posible lo anterior se le Ordene al MUNICIPIO DE RIONEGRO, QUE 

DE MANERA INMEDIATA PROCEDA a realizar cualquier tipo de vínculo laboral 
o civil que me permita seguir percibiendo el sustento económico que requiero. 
 

5. Que se le Ordene al MUNICIPIO DE RIONEGRO - ANT, QUE DE MANERA 
INMEDIATA proceda a realizar los pagos de los meses que ha dejado percibir 
salarios a consecuencia de la desvinculación laboral y por haber sido despedida 
cuando me encontraba EN ESTADO DE GESTACIÓN, TENIENDO CONOCIMIETO DE 
ELLO.  

 
V. MEDIDA PROVISIONAL Y PREVENTIVA 

 
Honorables Magistrados, de conformidad con lo previsto en el artículo 7º del 

Decreto 2591 de 1991 y demás normas concordantes, respetuosamente le solicito: 

 
Que conjuntamente con el auto de admisión de la presente tutela, se ordene al 
MUNICIPIO DE RIONEGRO suspender los efectos del oficio radicado 
2022EN025413 del 03 de agosto de 2022, por medio del cual se da la  
“Terminación nombramiento en provisionalidad”, en el cargo que venía 
desempeñando como auxiliar Administrativo, Grado 01 Código 407, hasta tanto 
se decida de fondo la presente acción, pues se trata de una urgencia para evitar 
un perjuicio irremediable, teniendo en cuenta que, una vez se me desvincule del 
cargo se ocasionan perjuicios que vulneran mis derechos fundamentales, en razón 
a la situación de debilidad manifiesta en la cual me encuentro. 

 
En consecuencia, de lo anterior le solicito, se oficie a la entidad accionada con el 

fin de comunicar la medida provisional adoptada y así se verifique su estricto 

cumplimiento. 
 

VI. MANIFESTACIÓN JURADA 

 
En cumplimiento de lo dispuesto por el artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 
manifiesto bajo la gravedad del juramento que, por estos mismos hechos, no se 
ha promovido acción de tutela ante otra autoridad. 
 

VII. PRUEBAS 

 
Téngase como pruebas señor Juez las siguientes: 

 
1. Copia cedula de ciudadanía. 
2. Cedula de Ciudadanía y Registro Civil de Emmanuel Alejandro Hinestroza 

Giraldo. 
3. Certificado de Estudio de la Escuela Tecnológica Instituto Técnico Central. 
4. Certificado de Sisben. 



5. Certificados médicos de discapacidad de Emmanuel Alejandro Hinestroza 
Giraldo. 

6. Historia Clínica de Emmanuel Alejandro Hinestroza Giraldo. 
7. Oficio 2022EN025413 del 03 de agosto de 2022, por medio del cual se da la 

“Terminación nombramiento en provisionalidad”.  
8. Decreto N° 455 del 03 de agosto 2022. 
9. Historia Laboral de protección. 
10. Tarjeta profesional. 

 

VIII. NOTIFICACIÓN 
 
 

ACCIONANTE: Recibiré respuesta y demás notificaciones en el correo 
electrónico 

adelagiraldo20@yahoo.com, , celular: 3012564856 
 

 
ACCIONADO: 

 
MUNICIPIO DE RIONEGRO: Correo electrónico alcaldia@rionegro.gov.co, 
Calle 49 No. 50 

-05 Palacio 

Municipal. 

Cordialmente, 

FIRMA EN ANEXO 
MARIA ADELA GIRALDO DUQUE  
C.C. 39.432.331 de Rionegro 
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